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Introducción


Según las encuestas del Barómetro de las Américas, el Perú es el país con mayor victimización por delincuencia en toda América (alrededor de 30% de las personas declaran haber sido víctimas de un delito el último año), y aunque la tasa de homicidios por 100 mil habitantes (6.7 para el 2014 según el INEI) está bastante por debajo del promedio sudamericano (21.2 por 100 mil según la OEA),1 ella viene subiendo en los últimos años a causa del crecimiento del crimen organizado y de las mafias de todo tipo en algunas ciudades importantes del país y de las guerras que se desatan entre dichas mafias por el control territorial de las extorsiones o de la cadena del narcotráfico. Si en los próximos años no se lleva a cabo una reforma profunda en la Policía Nacional y en el sistema judicial penal, la inseguridad ciudadana y el avance de las mafias puede terminar ahogando la gobernabilidad y el crecimiento económico.


La altísima victimización por delincuencia se debe a la impunidad reinante, originada a su vez en un sistema policial-judicial-penal deficiente, corrupto y poco integrado en la comunidad que no atrapa a los delincuentes o que cuando lo hace no los castiga, y a la carencia de políticas preventivas que ataquen la raíz social de la delincuencia. Y, por su lado, el avance de las mafias y el crimen organizado obedece, entre otras cosas, a un precipitado proceso de descentralización política y de recursos que, en medio de la fragmentación del sistema de partidos más extrema, ha creado cuantiosos botines presupuestales sin control abriendo espacios libres para el robo, la extorsión a las obras, las usurpaciones de terrenos, el avance de la minería ilegal y el narcotráfico, al mismo tiempo que el número de policías dedicados a la investigación policial disminuía en lugar de aumentar.


En esa misma medida, por supuesto, detener el crecimiento de la ola criminal que inunda segmentos crecientes del territorio, de la institucionalidad y de la actividad económica supone un conjunto de reformas que van desde la reconstrucción de un sistema de partidos y de la autoridad rectora del Estado central, a fin de recuperar la capacidad de gestión y control propia de un gobierno unitario, hasta la transformación de la Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial de instituciones relativamente patrimonialistas en organizaciones modernas.


Nosotros nos vamos a ocupar en este libro no de la reforma política, de la que tratamos en nuestro libro anterior, La promesa de la democracia, sino de la reforma del sistema policial, judicial y penal. Haremos una radiografía del funcionamiento interno de la Policía Nacional, el Ministerio Público, el Poder Judicial, de los mecanismos de corrupción existentes en esas instituciones, sus deficiencias estructurales y de gestión; pero también destacaremos los esfuerzos de cambio interno y las tendencias positivas que existen en ellas, impulsadas por las fuerzas sanas que hay en su interior y por políticas mayores que vienen informadas desde los ministerios de Justicia y de Economía y Finanzas.


En esencia, lo que tenemos es el difícil y complejo tránsito de organizaciones basadas en relaciones personales de amistad, promoción, compadrazgo o parentesco, que pueden derivar en redes de corrupción interna, a organizaciones basadas en la meritocracia y el cumplimiento de metas. Es decir, de instituciones gobernadas por intereses propios a ser gobernadas por el interés de la sociedad. De organizaciones orientadas hacia adentro o unas orientadas hacia afuera.


Max Weber diría que es el paso del (neo)patrimonialismo a la burocracia racional. En eso estamos.


Es increíble, por ejemplo, que no haya unidades de investigación policial en las ciudades del país más asoladas por el crimen organizado, o que la llamada policía comunitaria apenas empiece a aparecer en uno o distritos de Lima, o que muchos jueces penales no puedan tipificar bien un delito, o que no haya un sistema de justicia penal que pueda castigar a penas cortas en carceletas locales o municipales a delincuentes menores, dejándolos siempre libres para que sigan asaltando o agrediendo, que es la razón por la que tenemos la más alta victimización de las Américas. Son instituciones desconectadas de la demanda real, orientadas hacia adentro, no hacia afuera, pero que, como veremos, están empezando a cambiar.


Lo que tenemos es una tensión y eventualmente una lucha entre, de un lado, modos tradicionales de operación y prácticas corruptas institucionalizadas que tienen como correlato un claro déficit de gestión, equipamiento y meritocracia, y, de otro, un proceso de cambios todavía relativamente débil orientado a introducir modernidad, tecnologías digitales, indicadores de rendimiento, metas y políticas de mayor integración con las municipalidades y la comunidad. Lo interesante es que ese proceso de cambios, inducido inicial y principalmente desde fuera de esas instituciones, ya ha conseguido en algunos casos encender motores propios que los promueven desde dentro, aunque es difícil decir si ya alcanzaron la masa crítica interna suficiente para impulsarlos con la fuerza necesaria.


Un caso concreto es el de la implantación del Nuevo Código Procesal Penal de inspiración sajona basado en la oralidad y en la posición del juez como el magistrado que escucha a las dos partes —a la acusación y a la defensa— y luego se pronuncia. Este nuevo modelo procesal, mucho más expeditivo y transparente que el anterior, menos vulnerable a la corrupción y a la leguleyada, se empezó a difundir en varios países de latinoamérica desde los ochenta. Llegó al Perú tempranamente en los noventa y se plasmó en el Código Procesal Penal de 1991, pero este nunca llegó a ser aplicado precisamente por resistencias de un statu quo que, de otro lado, podía ser funcional a los intereses manipulatorios del gobierno de entonces.


Recién el 2004, luego de que la mayor parte de los países de Latinoamérica ya lo habían adoptado, se promulgó el Decreto Legislativo 957, que aprobó el Nuevo Código Procesal Penal (NCPP), que fue puesto en marcha paulatinamente a partir del 2006 y aún no termina de ser implementado. El punto acá es que la aplicación del NCPP ha sido monitoreada desde el principio por una secretaría en el Ministerio de Justicia en estrecha relación con el Ministerio de Economía, lo que ha permitido ir avanzando en un proceso de aprendizaje y mejora que, como veremos más adelante, empieza a producir un cambio cultural en la Policía, la Fiscalía y el Poder Judicial de la máxima importancia.


Otro caso es el de los presupuestos por resultados dirigidos por el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) en el Ministerio del Interior, que están empezando a introducir una gestión racional de la seguridad ciudadana basada en metas, análisis de costo y evaluaciones; es decir, que otorga presupuestos a cambio del cumplimiento de ciertos compromisos. Como consecuencia, ya hay, por ejemplo, policías que aprovechan las nuevas orientaciones para desarrollar iniciativas de integración con los alcaldes y la comunidad dentro de lo que podemos llamar policía comunitaria; una tendencia por lo general resistida por comisarios y oficiales tributarios todavía de un orden patrimonialista centrado en los intereses propios y no en los de la comunidad, pero indispensable para disminuir los elevados niveles de victimización por delincuencia.


En otras palabras, se han puesto en marcha algunos procesos de cambio en el sistema policial-judicial que requieren convertirse claramente en políticas de Estado a fin de que el Poder Ejecutivo sea plenamente consciente del liderazgo que tiene que ejercer a fin de consolidar y acelerar esas transformaciones. El próximo gobierno tiene dos instrumentos para profundizar esas reformas: la secretaría de la comisión del NCPP en el Ministerio de Justicia, antes mencionada, a la que debería ampliársele el mandato para incluir otras áreas del Poder Judicial y el Ministerio Público, y los presupuestos por resultados. El asunto es tener las ideas claras respecto de qué es lo que hay que hacer. Para contribuir a eso escribimos este libro.


Debo agradecer a Lampadia, que me permitió publicar informes a partir de los cuales configuré luego esta contribución.





1Ver el Observatorio de Seguridad Ciudadana de la OEA: http://www.oas.org/dsp/observatorio/database/indicatorsdetails.aspx?lang=es&indicator=17
 








Capítulo I


Patrimonialismo y corrupción en la Policía, el Ministerio Público y el Poder Judicial


El pueblo peruano tiene una idea muy clara acerca de los niveles de corrupción en la Policía y el sistema judicial. La VII Encuesta nacional sobre percepciones de la corrupción en el Perú 2012 de Proética, elaborada por Ipsos, revela que el Poder Judicial y la Policía son percibidos como las instituciones más corruptas del país.
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Por supuesto, se trata de una percepción que, en el caso del Poder Judicial, puede tener un componente de arrastre de la imagen que siempre ha tenido o que tiene esta institución, pues la proporción de personas que entra en contacto con jueces es mucho menor a la que se ha relacionado con policías. Y no hay, naturalmente, estadísticas acerca de qué porcentaje de los policías o los jueces es venal; pero es común la apreciación de que los fallos, por ejemplo, se compran. La misma encuesta informa acerca de la percepción de la gente sobre esto: si se trata de sobornar a un policía, el 78% cree que definitivamente sí lo conseguirá o que hay bastantes probabilidades de lograrlo, y un 69% piensa lo mismo en lo que se refiere a los jueces.
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La verdad, sin embargo, es que no todos los jueces o fiscales son corruptos ni todos los policías; y los que lo son no necesariamente lo son todo el tiempo, como veremos. Pero se trata de un asunto que va más allá de los individuos. Lo que tenemos son prácticas corruptas institucionalizadas, formas de funcionamiento y redes específicas que se activan para realizar actos de corrupción, cuyos miembros se reclutan a partir de relaciones amicales o funcionales o, en el caso del Poder judicial, familiares o políticas, como veremos. La corrupción es, hasta cierto punto y cierta extensión, una forma de organización de la Policía y el Poder Judicial. Es el patrimonialismo en funcionamiento.


Prácticas corruptas institucionalizadas en la Policía


“La corrupción en la Policía es espantosa”, nos dijo un alto funcionario del Ministerio del Interior. No solo por las prácticas corruptas institucionalizadas tales como el robo de la gasolina de los patrulleros, la venta de cupos en los patrulleros, las coimas a los policías de tránsito, la falsificación de licencias de lunas polarizadas, las compras amañadas, etc., sino porque un cierto porcentaje de policías integra bandas de crimen organizado, como veremos más adelante.


Comencemos con el robo del combustible de los patrulleros, una práctica institucionalizada de vieja data. Para controlarla, el Ministerio del Interior decidió implantar un sistema de tarjetas de crédito llamado “multiflota” para neutralizar los intentos de robo. Consiste en asignarle a cada responsable de patrullero una tarjeta con la que paga la gasolina por medio de un POS, y que permite conocer en tiempo real cuánto se está comprando para qué patrullero.


El sistema ha ayudado a prevenir, pero no ha impedido que los policías encuentren la manera de sacarle la vuelta. La modalidad más sencilla y precaria es el ingeniosamente llamado “vampireo” de la gasolina. Es decir, llenar el tanque y luego absorber parte del contenido con una manguera y venderlo. Más organizada y frecuente es la modalidad que se desarrolla en connivencia con el dueño del grifo, que consiste, por ejemplo, en cargar ocho galones en la tarjeta pero solo cuatro —digamos— en el tanque y los otros cuatro quedan en poder del grifero, que los vende repartiendo los ingresos con los policías. En los últimos meses se ha descubierto varios de estos casos: el de las comisarías de San Isidro y Surquillo con el grifo Rigal de Domingo Orué, donde estuvieron comprometidos 41 suboficiales y algunos oficiales, y otros casos en Huaraz y Tingo María.


Pero el caso más sonado fue el que reportó el programa Cuarto Poder, un robo masivo en un grifo de Independencia que se descubrió en parte porque se detectó que el tiempo de carga de la gasolina para cada patrullero no superaba los 40 segundos. El suboficial Pedro Urbina llevaba 22 tarjetas multiflota correspondientes a 22 patrulleros del Escuadrón Verde, y simulaba llenar 22 tanques de gasolina, pero resulta que los llenaba en menos de 40 segundos cada uno. La gasolina no ingresaba en realidad a ningún tanque, por supuesto, sino que era vendida después por el dueño del grifo en complicidad con los policías y a un precio mayor que el precio especial de ocho soles que pagaba la Policía. Esto ocurrió todos los días durante ocho meses, por un monto total de 400 mil soles. El general a cargo y dos coroneles fueron relevados de sus cargos, pero al momento de escribir esto no se había establecido aún su responsabilidad.


De todas maneras, según Susana Silva Hasembank, inspectora general del Ministerio del Interior, el sistema de tarjetas multiflota ha servido para reducir el gasto en combustible y aumentar el nivel de devolución de combustible no usado. Porque, además, se dispuso que el vehículo que malograse el odómetro (que registra la cantidad de kilómetros recorridos) no recibiría gasolina. Pues esta era otra práctica complementaria al robo de gasolina: lo que hacían los policías era manipular el odómetro con una varilla para aumentar el número de kilómetros como si se hubiesen recorrido, para justificar así el mayor gasto en gasolina. Pero, al hacerlo, terminaban malográndolo.


En todo caso, la División de Combustibles de la PNP está probando un piloto con un dispositivo de monitoreo satelital que se acopla al vehículo y que permite rastrear en tiempo real rutas, tiempos, paradas, visitas, entradas, salidas, kilómetros recorridos, manejo en áreas no permitidas y localización las 24 horas (GPS/GPRS). También permite conocer precisamente el consumo real de gasolina, fallas del motor, robo de gasolina, huella de carbono, etc. Este sistema todavía estaba en prueba al momento de redactar este informe.


Hay otras prácticas corruptas institucionalizadas. La venta de cupos en los patrulleros, por ejemplo. Consiste en que el comisario o jefe de la unidad de patrulleros le cobra una cantidad de dinero al suboficial que quiere formar parte —y muchos quieren formar parte— de la dotación del vehículo policial. Es la ley de la oferta y la demanda. Por supuesto, el suboficial debe obtener ese monto por medio de las coimas que recibe gracias a su participación en la operación del patrullero, que se convierte así en un cazacoimas que en ocasiones ingresa francamente en el terreno de la extorsión a los ciudadanos. Esta práctica no tiene control alguno.


Está también la venta de autorizaciones para lunas polarizadas. En muchos casos redes o bandas de policías organizados para este fin falsifican las autorizaciones o festinan trámites y pagos para obtenerlas y venderlas a tramitadores vinculados a los concesionarios de empresas automotrices de la ciudad de Lima o a las empresas dedicadas a la instalación de láminas para el polarizado de lunas de vehículos. En Huánuco se comprobó que el 70% de los expedientes de otorgamiento de licencias no contaba con todos los requisitos establecidos en esa región policial. Estas mafias internas aprovechan que el trámite es sumamente complicado y costoso, y que ni siquiera existe claridad respecto de cuáles son los documentos que hay que presentar porque existen hasta tres normas que especifican requisitos diferentes. Según Susana Silva, con el nuevo TUPA que debía salir el primer trimestre del 2016, se pretende simplificar el procedimiento. Por ejemplo, no exigir certificado de antecedentes policiales cuando es la propia Policía la que lo emite. También debería eliminarse la obligación de renovar la licencia cada dos años, que multiplica la trampa. Hace falta, asimismo, elaborar una base de datos única de autorizaciones válidamente emitidas de lunas polarizadas, a fin de que los agentes puedan determinar, cuando intervienen un vehículo con tales lunas, si la licencia es auténtica o no.


Otra práctica institucionalizada ha sido el desvío de recursos del ex Fospoli, ahora Saludpol (Fondo de Aseguramiento en Salud de la Policía), en la medida en que estaba encargado de las compras de medicinas y otros insumos y bienes. Allí había mucha corrupción. Pero ahora Saludpol, creado el 7 de diciembre del 2013 en el marco de la reforma del sector salud, en teoría ya no compra bienes sino que es una IAFA, un fondo que brinda cobertura financiera a la familia policial (miembros de la PNP y familiares derechohabientes), a través de los establecimientos de salud de la Policía Nacional y complementariamente por medio de otras instituciones de salud, públicas y privadas. Por tanto, no brinda prestaciones de salud.


Sin embargo, su gerente general, César Amaro Suárez, nos explica que a pesar de ser un fondo, “temporalmente se nos asigna la función de actuar como operador logístico de los establecimientos de salud de la PNP. Esto incluye al propio Hospital Central de la PNP con sede en Lima. Para cumplir con ese rol, la dirección correspondiente de la Policía elabora su Cuadro Anual de Necesidades (CAN) y debe emitir un requerimiento con la debida oportunidad a Saludpol, quien se encarga de los procesos logísticos de adquisición, almacenamiento y entrega a los establecimientos de salud”. De modo que sigue haciendo compras…


Gerencia corrupta en el Ministerio Público


Cuando José Luis Echevarría, nuevo gerente general designado por el Fiscal de la Nación interino, Pablo Sánchez, ingresó a hacerse cargo de sus funciones en febrero del 2015, lo que encontró fue de pavor: 200 millones de soles en deudas; una oficina de logística que presionaba a la Tesorería con cartas fianza de Coopex (la cooperativa de Rodolfo Orellana), llegando al extremo fraudulento de adulterar un comunicado de la OSCE agregándole un párrafo final extraído de una cautelar de un juez del Santa que amparaba a dicha cooperativa; servicios sin contratos —como el de seguridad, por ejemplo, que llevaba ya 80 millones de soles acumulados en pagos pendientes—, para no hablar del contrato de limpieza con las empresas de Oropeza y su madre. Había empleados que cobraban por dar la conformidad a los servicios brindados, y otros que sustraían bienes del almacén.


La administración de la institución encargada de acusar a los delincuentes era un nido de ladrones.


El problema en ese momento era salvar el día a día, pero poco a poco la nueva administración se empezó a organizar. Identificó a los elementos perniciosos y no les renovó el contrato. Salieron más de 100 empleados de la gerencia de logística. Resolvió el contrato con Sergerosac, la empresa de Gerald Oropeza, proveedora única del servicio de limpieza, y la reemplazó por 11 proveedores.


Cuando le tocó adecuar la infraestructura para la implementación del Nuevo Código Procesal Penal en Junín, Ayacucho, Huancavelica y Apurímac, descubrió que la costumbre había sido entregar a dedo las obras sin contrato ni papel alguno, de modo que una vez terminadas el contratista informaba cuánto había gastado y se le pagaba. El objeto era robar, simplemente. En esta ocasión las cosas se hicieron bien, con contratos sustentados en expedientes y con varios contratistas.


Echevarría está desarrollando un plan de modernización del que hablaremos más adelante.


Microrredes de corrupción en el Poder Judicial


El antropólogo Jaris Mujica, en Micropolíticas de la corrupción. Redes de poder y corrupción en el Palacio de Justicia, describe detalladamente cómo funciona el sistema. Él distingue tres esferas o ejes en torno a los cuales se organizan redes de poder y corrupción en el Poder Judicial. La primera, en el nivel más bajo, es la que conecta el mundillo exterior conformado por tramitadores, falsificadores (Azángaro), asesores legales y abogados al paso con secretarios de los juzgados encargados del archivo y tramitación de documentos, por medio de los encargados de la mesa de partes o de los vigilantes del Palacio de Justicia, con la finalidad desaparecer un expediente para demorar el proceso, o reemplazar un documento por otro falsificado o introducir uno falso.


Para ello el litigante acude a un abogado “al paso” en los exteriores del Palacio de Justicia, quien a su vez llama a un falsificador (que tiene su oficina en Azángaro) o a un tramitador, quien se conecta sea con el vigilante de la puerta o con la secretaria de la mesa de partes, quienes, por su parte, conocen al secretario o asistente encargado de manejar el archivo del juzgado en cuestión y que ejecutará el servicio pedido. Aquí cobran parte del soborno sea el vigilante o el personal de la mesa de partes, y el secretario del juzgado. Por supuesto, no todos los vigilantes o las secretarias de la mesa de partes ni todos los secretarios de juzgado participan en estas conductas. El abogado “al paso” y el tramitador de extramuros saben con quién hablar. Forman parte de redes que se han armado precisamente para estos fines.


En muchos casos el abogado litigante representa a personas acusadas de manera justa por delitos efectivamente cometidos. Pero también usan este sistema ciudadanos que están buscando justicia y que no encuentran en los mecanismos formales una respuesta más rápida y eficaz. De modo que estas redes de corrupción también se usan, paradójicamente, para defender derechos.


Estas redes se activan, fusionan o fisionan de acuerdo a las coyunturas y demandas. No tienen la forma de una mafia, pues carecen de jerarquías establecidas, planificación central, reuniones y códigos de conducta. Se trata de redes poco estructuradas y relativamente poco estables, donde la salida de un miembro puede alterar toda la estructura.


Un segundo eje es el que se da al interior de los juzgados, donde las relatorías y las secretarías pueden conformar el punto final de la cadena en el tráfico de documentación arriba señalado, o un centro de contactos para influir en las decisiones del juez, o para ofrecerle un soborno a fin de orientar una sentencia. Los estudios de abogados conocen a los relatores a los que pueden “incentivar” para conseguir un resultado.


Normalmente los sobornos se entregan al juez no directamente, sino través de un intermediario (el relator o asistente de confianza precisamente, o la secretaria), o a través de diversos rituales como, por ejemplo, el conocido como “el libro”, que consiste en que el dinero ofrecido como soborno es colocado entre las páginas de un libro que suele ser, irónicamente, un Código Penal. Este libro es obsequiado por el abogado litigante al juez indicándole “la página favorita de lectura”, aquella en la que se colocó el dinero. El libro puede ser aceptado o no. Si es aceptado, significa que el trato está sellado. Si es rechazado, el sujeto que ofrece el soborno debe retirarse inmediatamente. Según Jaris Mujica, en los años 2006 y 2007, en los que realizó el trabajo de campo, la tarifa mínima para este tipo de soborno fluctuaba entre 300 y 800 dólares dependiendo de la importancia del caso.


Mujica anota que estas prácticas no pueden ejecutarse todo el tiempo, ante cualquier oferta, porque pondrían en riesgo todo el sistema al hacer demasiado evidentes las relaciones informales o ilegales. Es lo que ocurre cuando se captura a un juez in fraganti: todo el sistema se pone en riesgo. Por eso, los jueces que utilizan los actos de corrupción de manera excesiva o rutinaria “son expulsados simbólicamente del sistema informal de redes y difícilmente podrán acceder a dinámicas más altas de relaciones sociales o de poder” (p. 137).


Hay que anotar que las mencionadas redes suelen conformarse sobre la base de relaciones familiares o amicales gestadas en la universidad. Los abogados que trabajan en las relatorías (encargadas de los aspectos jurisdiccionales de los casos) acceden a ellas “a través de los concursos públicos, pero la mayoría manifiesta haber llegado gracias a una recomendación de un juez (amigo, familiar o profesor), a quien le deben solidaridad y reciprocidad. […] Todos tienen sus padrinos. Si no tienes padrino, no llegas al puesto”, explica un abogado de relatoría (p. 117). Este “padrinazgo” implica, además, la filiación a una red y a ciertas relaciones de poder, y también actos de corrupción tales como convertirse en el medio para ofrecer un soborno a un juez o para influir en su decisión.


La cúpula del Poder Judicial está integrada por jueces superiores o supremos que han estudiado en universidades del Estado principalmente (San Marcos y Villarreal, aunque también algunos en la San Martín de Porres, que es privada), y que en muchos casos han ingresado a la judicatura gracias a contactos gestados en la vida universitaria. Pero también gracias a conexiones familiares. Se dice en el Poder Judicial que hay cargos que son hereditarios. Muchos hijos, sobrinos u otros parientes de jueces de primera instancia o de jueces superiores o supremos entran a trabajar como auxiliares en virtud de un sistema de trueque: un juez contrata al familiar de otro juez, y este hace lo propio con el primero, a fin de eludir la norma del nepotismo.


Según Jaris Mujica, la venta de sentencias es un fenómeno más propio de los jueces de primera instancia que de los jueces superiores, integrantes de las salas penales y civiles, a los que les es más difícil y riesgoso vender abiertamente sentencias. Por supuesto hay casos, pero son más herméticos. Los jueces superiores aparecen más relacionados al padrinazgo, al tráfico de influencias y nepotismo, para la integración de nuevos miembros dentro del sistema de justicia.


Pero Giovanni Priori, abogado procesalista, señala que los partidos políticos, particularmente el APRA, también manejan redes y son un vehículo para conseguir sentencias favorables, sobre todo con jueces superiores. De otro lado, todo estudio de abogados tiene sus “procuradores” que, por lo general, han estudiado derecho pero no son abogados, aunque pueden ganar más que los abogados del estudio, pues poseen el activo invalorable de contar con una red de contactos en el Poder Judicial construida sobre la base de relaciones de compadrazgo y amistad con secretarias de la mesa de partes, relatores, secretarios o especialistas, con quienes se reúnen frecuentemente en parrilladas y polladas. De esta manera consiguen la notificación antes de tiempo, copia del expediente, apurar o demorar los casos, y también llevan y presentan los escritos y averiguan como está el expediente o qué dice la sentencia antes de que la notifiquen, por ejemplo.


Pero el soborno a los jueces es algo distinto. Según Priori, la manera de llegar a ellos, incluso a los superiores, es a través del esposo o esposa u otro familiar, que trabajan también en el Poder Judicial. Pues, confirmando la tesis de Mujica, lo que hay en el Poder Judicial, según Priori, son redes familiares.


Priori sostiene que una medida que ayudaría a combatir las redes de jueces corruptos es retirarle a los presidentes de la Corte Suprema y de las Cortes Superiores la capacidad de conformar salas o cambiar jueces a su libre albedrío. Si un juez postula a una sala penal o a un juzgado, por ejemplo, y gana y es nombrado, pues allí debería quedarse. El presidente de la Corte no debería poder cambiarlo. Porque lo que ocurre con frecuencia “es que cuando un juez superior corrupto accede a la presidencia de una Corte, envía a los honestos a Siberia y pone a sus compadres en las salas estratégicas”.


Participación de policías, fiscales y jueces en bandas y mafias organizadas


Un fenómeno aún más grave y peligroso para la sociedad que el de la existencia de redes y prácticas de corrupción institucionalizadas al interior de la Policía y el Poder Judicial, que finalmente tienen sus reglas informales y sus límites y pueden ocasionalmente hasta ser funcionales a la necesidad de acelerar un servicio justo, es la participación en diverso grado de policías, fiscales y jueces en bandas de crimen organizado. Este es un fenómeno que se ha expandido en los últimos 10 años, como consecuencia en parte del propio crecimiento económico y la abundancia de recursos descentralizados a gobiernos regionales y locales sin control, que ha provocado el desarrollo de mafias de construcción civil, extorsión y usurpación de propiedades, fuera de aquellas vinculadas al narcotráfico y a la minería y tala ilegales. El hecho es que esas mafias reclutan para sus fines a policías, fiscales y jueces en una proporción que no podemos determinar.


En los últimos meses la Inspectoría de la PNP o la del Ministerio de Interior junto con la Dirandro (Dirección Antidrogas) o con inteligencia han descubierto y denunciado varios casos. Por ejemplo, a 2 oficiales y 8 suboficiales dedicados al encubrimiento del tráfico ilícito en Piura, a 2 oficiales y 12 suboficiales que formaban parte de una organización de crimen organizado también en Piura, 3 suboficiales dedicados a lo mismo en Trujillo, un total de 9 oficiales y 20 suboficiales dedicados a encubrir narcotráfico en Tacna, Puno y Surco, y así sucesivamente.


Sin embargo, la tarea de identificar a estas bandas policiales y denunciarlas públicamente no es fácil, porque la corriente prevaleciente dentro de la PNP es la de no dar a conocer públicamente estos casos para no dañar la imagen de la Policía, como si esa imagen no estuviese ya muy averiada, y más bien una manera de ir recomponiéndola sería mostrando un firme compromiso de la institución en la lucha contra la corrupción interna, y cuando no hay mejor manera de combatir el crimen organizado dentro de la Policía que denunciando los casos y aplicando castigos ejemplarizadores; fuera de fortalecer la unidad de investigación de la Inspectoría General del Ministerio del Interior para descubrir a estas bandas.


Pues el cáncer de la penetración del crimen organizado en la PNP es preocupante. Susana Silva relata que se ha llegado a la situación en la que criminales destinan a miembros de su familia a infiltrarse en esa institución a fin de que estos los protejan desde dentro. El fundador de Los Destructores, Víctor Pampañaupa, hizo que un hijo o sobrino suyo ingresara a la Policía, por ejemplo. Esto, como veremos, se ha visto facilitado por la manera como se han relajado los requisitos de ingreso a las pésimas escuelas de la PNP.


En el Poder Judicial y el Ministerio Público, el caso más notorio de vinculación de fiscales y jueces con mafias organizadas de usurpación de tierras o inmuebles, de construcción civil o de proveedores y autoridades de gobiernos subnacionales, o de narcotráfico o minería ilegal, o de todas esas actividades combinadas, fue el de Ancash, con el expresidente regional César Álvarez, que incluyó a fiscales y jueces dedicados a archivar denuncias en su contra, y que se intersectó con otro caso emblemático, no territorial, que fue el de Rodolfo Orellana, que no podía actuar sin la participación de fiscales, jueces, notarios y registradores.


Casos como estos se replican a nivel local. Fiscales y jueces de Mala y Cañete, por ejemplo, convalidan usurpaciones de terrenos ejecutadas por mafias locales articuladas eventualmente también con alcaldes. Y así sucesivamente. La proliferación de redes ilícitas de este tipo se vio favorecida, repetimos, por un proceso de descentralización que trasladó muchos recursos a los gobiernos locales sin que las autoridades elegidas pertenecieran a partidos nacionales y sin que esos recursos provinieran de la recaudación local; de modo que tampoco se generó una base de contribuyentes que exigiera honestidad y resultados en el manejo de los fondos.


Las reformas necesarias


Depuración de la Policía


En realidad, la corrupción y las mafias internas han llegado a un punto tal que se puede decir que, con excepciones y pese a mejoras en algunas áreas en los últimos años, hace un buen tiempo que la Policía forma parte del problema y no de la solución a la grave situación de la inseguridad ciudadana. Por eso, ya desde la gestión del ministro Walter Albán se planteó la necesidad de llevar a cabo un proceso serio de depuración interna, retirando de la institución a los elementos comprometidos con organizaciones mafiosas internas y externas y a aquellos que participan de las diversas corruptelas institucionalizadas por lo menos en los puestos de mando.


Esta limpieza es tan importante y delicada que le vamos a dedicar un espacio especial en este libro, a fin de contribuir a lograr el consenso político sin el cual tampoco podría aplicarse. La idea de depurar a la Policía de sus malos elementos había sido planteada por el exministro de Interior Fernando Rospigliosi, pero quien dio los primeros pasos para ello fue Walter Albán, ministro de Interior entre noviembre del 2013 y junio del 2014, durante el gobierno de Ollanta Humala. Albán encargó la redacción de un proyecto de ley que permitiera retirar policías de la institución sin que necesariamente se tuviese que probar la comisión de delitos o faltas, sino por medio de indicios que demostraran que no se trataba de personal idóneo para el desempeño adecuado de la función policial. Se trataba de conseguir un instrumento legal que no fuera objetado en los tribunales cuando un policía fuera dado de baja sin pruebas de haber cometido algún delito o alguna falta grave. Porque la realidad es que se sabe o no es difícil saber quiénes son los elementos perniciosos, pero no siempre es posible probarles nada. Se necesitaba entonces dotar al Estado de cierta capacidad discrecional para llevar a cabo ese proceso, pero sin caer en la arbitrariedad.


Albán conocía el caso colombiano, donde se retiró a alrededor del 12% de los policías entre los años 1995 y 2000. El resultado fue que la Policía de ese país recuperó la confianza perdida de la población. Su aprobación ciudadana pasó de un 21% al 72% en diez años.


“En Colombia —nos dijo Albán— hubo un acuerdo nacional para aprobar una ley que le diera al Gobierno una discrecionalidad muy grande para depurar a la Policía sin fundamentos mayores. La norma fue objetada ante el Tribunal Constitucional, pero este la legitimó”. Albán nos adelantó, cuando fue ministro, que se propondría un proyecto de ley que otorgara menos discrecionalidad que el colombiano; es decir, que obligara a incluir elementos objetivos que hagan menos vulnerables los ceses. Se desarrollaría el concepto de “falta de idoneidad” en lugar de “corrupción”. “El Proyecto no diría: voy a despedir a los corruptos, sino a quienes no son idóneos. También se invitará al retiro del grado de mayor para arriba a quienes no tienen posibilidad de seguir ascendiendo debido a que ostentan un elevado número de medidas disciplinarias en sus fojas de servicio, por ejemplo”.


Esta iniciativa no tuvo continuidad durante el ministerio de Daniel Urresti, pero fue retomada luego durante la gestión de José Luis Perez Guadalupe y de la inspectora Susana Silva. El hecho es que ya se tiene un proyecto de ley, aunque no se intentaría consensuarlo ni se enviaría al Congreso durante los últimos meses del gobierno del presidente Humala, sino que se lo dejará listo para que pueda ser adoptado por el próximo gobierno. Tal ley fue una de las promesas del plan de gobierno de Peruanos por el Kambio. La idea del nuevo gobierno era pedir facultades legislativas para aprobarla, aunque sin duda necesitará consenso político, porque probablemente engendrará resistencias y convulsiones.


El proyecto de ley en cuestión establece temporalmente “la falta de idoneidad para el cumplimiento del servicio policial como causal de pase a la situación de retiro del personal policial”, y señala como condiciones para establecer la falta de idoneidad las siguientes:


a)Haber participado de cualquier modo en acciones orientadas al quebrantamiento del Estado constitucional y el régimen democrático de gobierno.


b)Haber incurrido en conductas contrarias a normas de orden público, sobre todo aquellas relacionadas con la organización y el cumplimiento de las funciones constitucionales y legales asignadas a la Policía Nacional del Perú.
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